El establecimiento de la única instancia en los procesos de pérdida de investidura de los congresistas, corresponde al ejercicio legítimo, razonable y proporcionado de la potestad configurativa del Legislador
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1. Norma acusada
LEY 144 DE 1994
(Julio 13)
Por la cual se establece el procedimiento de pérdida de investidura de los congresistas
ARTÍCULO 1o. El Consejo de Estado conocerá y sentenciará en única instancia los procesos relativos a la pérdida de la investidura de los Congresistas a solicitud de la Mesa Directiva de la Cámara correspondiente o de cualquier ciudadano y por las causas establecidas en la Constitución.
 
2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLE la expresión “en única instancia” del artículo 1º de la Ley 144 de 1994.
 
3. Fundamentos de la decisión
Establecida la inexistencia de cosa juzgada en relación con la expresión normativa acusada, la Corte reiteró los lineamientos trazados en la jurisprudencia constitucional en materia de la figura de la pérdida de investidura de los congresistas y en el derecho comparado. En particular, subrayó su naturaleza de sanción ética política, con rasgos especiales que la distinguen de otros regímenes de responsabilidad de los servidores públicos, así como también de los procesos penales, electorales, de responsabilidad fiscal e incluso del proceso disciplinario realizado por la administración pública. En esencia, constituye un verdadero juicio de responsabilidad que acarrea la imposición de una sanción de carácter jurisdiccional, que castiga la transgresión al código de conducta intachable que los congresistas deben observar por razón del inapreciable valor social y político de la investidura que ostentan, en aras del rescate del prestigio y de la respetabilidad del Congreso. Su imposición es competencia del Consejo de Estado y configura la sanción más grave con que puede sancionarse a un congresista, pues implica la separación definitiva e inmediata de sus funciones y la inhabilidad permanente para ser elegido de nuevo en el futuro.
Por otra parte, la Corte reafirmó el amplio margen de configuración legislativa que detenta el Congreso de la República, en materia de diseño de los procedimientos judiciales y administrativos, especialmente en lo relacionado con la competencia de los funcionarios, los recursos, términos, régimen probatorio y cuantías, entre otros. Al mismo tiempo, reiteró que esta potestad no es absoluta, pues se encuentra limitada por las garantías constitucionales y debe ejercerse de acuerdo con la naturaleza de la acción o recurso respectivo. En materia de pérdida de investidura, el artículo 184 dispone expresamente que será el legislador el competente para establecer su regulación. En este caso, la Corte encontró que el cargo planteado por el actor respecto de la inconstitucionalidad de la única instancia en los procesos de pérdida de investidura plantea una omisión legislativa absoluta por la inexistencia de una verdadera doble instancia contra la sentencia que declara la pérdida de investidura. En efecto, se está en presencia de aquellas materias en que existe una competencia privativa en cabeza del legislador y por tanto, no podría la Corte, sin exceder límites constitucionales, proferir una decisión que complete la regla establecida por el legislador. 
En lo demás, la Corte reiteró las razones por las cuales ha considerado que si bien la doble instancia debe ser la regla en los procesos sancionatorios, la Constitución prevé que la ley pueda establecer excepciones (art. 31 C.P.), como las de la única instancia para los procesos de pérdida de investidura, que no desconoce los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Si bien en este proceso se afectan derechos fundamentales como el derecho a ser elegido es el legislador, en virtud del principio democrático, quien debe ponderar esta situación y establecer, si así lo considera, la forma en qué podría aplicarse en un futuro la doble instancia a los procesos de pérdida de investidura. 
Por lo anterior, la Corte determinó que el cargo de inconstitucionalidad formulado contra la expresión “única instancia” del artículo 1º de la Ley 144 de 1994, no estaba llamado a prosperar y en consecuencia, declaró su exequibilidad. 
4. Aclaraciones de voto
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Juan Carlos Henao Pérez, Nilson Pinilla Pinillla, Humberto Antonio Sierra Porto, Luis Ernesto Vargas Silva y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo se reservaron la posibilidad de presentar eventuales aclaraciones de voto sobre algunas de las consideraciones expuestas como fundamento de esta decisión. 
